UNDECIMO SIMPOSICION SOBRE LEGISLACIÓN TRIBUTARIA ARGENTINA

CONSEJO PROFESIONAL DE CIENCIAS ECONOMICAS DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

COMISION N° 2: “Pautas de distribución de los ingresos brutos según el Convenio Multilateral: análisis crítico”

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los 25 días del mes de setiembre de 2009, reunidos en la sede del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, los integrantes de la Comisión N° 2 del Undecimo Simposio de Legislación Tributaria Argentina, bajo la presidencia del Dr. César M. Cavalli, presidencia alterna del Dr. Carlos A. Battilana, relatoría a cargo del Dr. Jorge Jalfin, secretario a cargo Dr. Armando Dobrusin, habiendo evaluado lo acontecido durante el transcurso de las sesiones, manifiestan:

VISTO:

i) Las directivas emanadas de la relatoría.

ii) Los trabajos presentados por los participantes en la Comisión, Dres. Hernán F. Carnota, Juan M. Durán y Horacio Rossi (Nuevas tecnologías en el Convenio Multilateral); Ricardo Chicolino, Andrés Olalla de Labra y Fernando G. Alegre (El concepto de balance impositivo en el Convenio Multilateral y su incidencia en los gastos no computables”); Raúl E. Karaben (“Procedencia del impuesto sobre los ingresos brutos en el transporte internacional – Criterio de la Provincia de Misiones y de la Comisión Arbitral”); y Alberto Wurcel (“El artículo 13, 3er párrafo, del Convenio Multilateral del impuesto sobre los ingresos brutos y su vinculación especial con la ‘mera compra’”).

iii) El exhaustivo análisis de los temas expuesto por los panelistas de la Comisión, Doctores Analía Leguizamón, Oscar Fernández y Enrique Bulit Goñi. Y

iv) La intervención de los participantes en la Comisión y de sus autoridades.

Y CONSIDERANDO:

I. ASPECTOS GENERALES

Que el Convenio Multilateral constituye una herramienta imprescindible para armonizar la imposición sobre los Ingresos Brutos provenientes de las actividades interjurisdiccionales.

Que son diversos y cambiantes los aspectos que inciden en la fijación de las pautas generales de atribución jurisdiccional  de los ingresos.

Que la natural evolución de la actividad económica y las innovaciones tecnológicas que se observan en nuestro ambiente de negocios, originan atendibles vacíos normativos en las referidas pautas.

Que la consecuente actitud de los diversos fiscos involucrados, pretendiendo aplicar criterios divergentes respecto del tratamiento de cuestiones concretas, provoca una desnaturalización de la esencia del Convenio Multilateral, en tanto herramienta para evitar la doble o múltiple imposición y acarrea graves perjuicios a los contribuyentes. 

Que la unanimidad de partes requerida  para la reformulación del texto del acuerdo impone una marcada inflexibilidad en su evolución acorde con los aludidos cambios.

Que asimismo la preservación del necesario equilibrio entre las jurisdicciones y el resguardo de sus intereses exigen un profundo análisis a la hora de proponer adecuaciones del convenio.

Que no obstante lo antes expuesto, se torna imprescindible revisar ciertos aspectos específicos de su texto.

CONCLUSIÓN

Resulta necesario revisar las pautas generales de atribución de ingresos establecidas en el Convenio Multilateral con la finalidad de adecuarlas a la actual realidad de los negocios y a la evolución tecnológica, así como para dar solución definitiva a diversos conflictos interpretativos surgidos durante el transcurso de su vigencia, con lo que se reducirían las controversias entre los fiscos y los contribuyentes.

La referida revisión debería comprender, al menos, los  aspectos que se enunciarán más adelante.

CONSIDERANDO

Que la controversia entre la aplicación de los criterios “convenio-actividad” y “convenio-sujeto” no se encuentra resuelta y se ha puesto de manifiesto recientemente en virtud de la resolución judicial de un caso concreto.

CONCLUSIÓN

Debería implementarse una solución definitiva para la problemática de la adopción del criterio “convenio-actividad” o “convenio-sujeto”, atendiendo los principios rectores que inspiraron la redacción del Convenio Multilateral.

II. ATRIBUCIÓN DE LOS INGRESOS

CONSIDERANDO

Que en los casos en que el ejercicio comercial   no coincida con el año calendario, atento a lo dispuesto por el art. 5° del Convenio Multilateral se produce una distorsión al aplicarse los coeficientes resultantes respecto de ingresos obtenidos en períodos muy alejados.

CONCLUSIÓN

Debería explorarse la posibilidad de paliar las distorsiones en la atribución de ingresos por el régimen general, derivada del empleo de información surgida de estados contables cerrados en fechas alejadas en el tiempo, adoptando por ejemplo el período fiscal coincidente con el ejercicio comercial, mediante la pertinente adecuación del texto del Convenio y de los códigos fiscales provinciales.
CONSIDERANDO

Que el Convenio Multilateral se limita a establecer que los ingresos provenientes de operaciones entre presentes se atribuirán a la jurisdicción de donde provengan.

Que en la práctica los diferentes Fiscos así como los propios organismos de aplicación del Convenio, adoptan diferentes y hasta contrapuestos criterios para la atribución de ingresos en las operaciones mencionadas.

Así se ha recurrido, alternativamente, a criterios tales como el lugar de concertación de las operaciones, domicilio del adquirente, lugar de entrega  o prestación del servicio, lugar de utilización y la realidad económica, sin que resulte claro cuál de todos ellos resultará aplicable en cada caso concreto, con la consecuente falta de certeza jurídica.

CONCLUSIÓN

Es imprescindible que se establezcan con precisión los criterios de atribución de los ingresos en los casos de operaciones entre presentes.

CONSIDERANDO

Que el tratamiento de las transacciones efectuadas por medios electrónicos por Internet o sistema similar a ella, plantea una clara dicotomía con respecto a aquellas concertadas por correspondencia, teléfono, etc.

Que ello deriva de la presunción de la existencia de gastos para el primer caso, imponiendo así un sustento territorial ficto que no se requiere en el último.

Que sin embargo, debería efectuarse un distingo entre las operaciones en las que el medio electrónico constituye un factor esencial, como podría ser la oferta de productos por catálogo con la posibilidad de adquirirlos y pagarlos por ese mismo medio, de aquellas en las que tal medio resulta irrelevante, como por ejemplo la emisión de un dictamen por profesional enviado por correo electrónico, prestación que no debería  sino ser asignada al lugar de realización de la actividad.

CONCLUSIÓN

Se hace necesario equiparar el tratamiento de las operaciones efectuadas por correspondencia, teléfono, etc., con el aplicable a las transacciones por internet o similar.

Ello sin perjuicio de establecer un tratamiento especial para aquellas prestaciones en que la herramienta tecnológica constituyera un factor esencial, mediante la reformulación del texto del acuerdo.

 CONSIDERANDO

Que en razón de lo dispuesto en el art. 7° de la Resolución de la Comisión Arbitral N° 2/2009  los ingresos y gastos provenientes de las operaciones de exportación no serán computables a los fines de la distribución de la materia imponible.

CONCLUSIÓN

Debería  precisarse si el art. 7° de RG CA 2/2009 comprende  las llamadas exportaciones de servicios.

III. ATRIBUCIÓN DE GASTOS

CONSIDERANDO

Que en materia de gastos computables y no computables a los fines de la formulación del coeficiente de gastos, se presentan diversas cuestiones controvertidas.

Que una de ellas es el tratamiento que corresponde brindar a aquellos gastos vinculados con la adquisición de materias primas , tales como fletes de compra. Ello da lugar  a interpretaciones contrapuestas acerca de si los referidos gastos de compra resultan o no computables.

CONCLUSIÓN
Los gastos de compra de materias primas y similares constituyen erogaciones computables a los fines del Convenio, debiendo imputarse en el ejercicio comercial en que se incurren, con independencia de la oportunidad en que contablemente se imputen a resultados.

CONSIDERANDO

Que el artículo 3° del Convenio establece una exagerada limitación en la computabilidad de los honorarios y sueldos a directores, síndicos y socios de sociedades, constituido por el 1%  de la utilidad surgida del balance comercial.

Que no se observan, en la actualidad, razones de peso para mantener la referida limitación, sin perjuicio de la subsistencia de una medida antielusiva.

CONCLUSIÓN

Debería eliminarse la restricción al cómputo de honorarios de directores y demás retribuciones enumeradas en el inciso f) del art. 3° del Convenio Multilateral, sustituyéndola por una remisión a las disposiciones de la ley de Impuesto a las Ganancias.

CONSIDERANDO

Que en materia de amortizaciones computables, la referencia a las disposiciones de la ley de Impuesto a las Ganancias plantea ciertas aristas controvertidas, como es el caso de la aplicación de la figura de venta y reemplazo, amortización de automóviles, etc.

Del mismo modo, la delimitación de los ingresos a considerar como base para su atribución jurisdiccional, conforme las pautas de la Resolución General 8/2008 de la Comisión Arbitral plantea dificultades de aplicación.

CONCLUSIÓN

Debería aclararse el concepto de amortización ordinaria computable como gasto, atendiendo a las particularidades de la normativa del impuesto a las ganancias.

Asimismo debería clarificarse si la atribución de las amortizaciones bajo las pautas de la Resolución 8/2008 debería atender exclusivamente los ingresos provenientes de las jurisdicciones en que se empleen los bienes y considerando la proporción de tal amortización atribuíble a los períodos de utilización conjunta.

CONSIDERANDO

Que la naturaleza tributaria  de las cargas sociales, no empece su calidad de erogación directamente vinculada con los sueldos a los que acceden, siendo al igual que ellos susceptibles de atribución en forma directa, constituyendo un parámetro válido para la medición de la actividad desarrollada en cada jurisdicción .

Que tal criterio fue empleado generalizadamente por los contribuyentes, así como aceptado pacíficamente por los organismos de fiscalización, por lo que la adopción de pautas diferentes debería necesariamente contemplar su aplicación en lo futuro.

CONCLUSIÓN

Debería interpretarse con alcance general que las contribuciones de Seguridad Social resultan gasto computable. De adoptarse la postura contraria debería preverse su vigencia futura para quienes hubieran aplicado un criterio diferente.

IV. REGIMENES ESPECIALES

CONSIDERANDO

Que en materia de regímenes especiales son diversos los aspectos que revisten conflictividad.

Que en materia de actividad de la construcción la realización de tareas de naturaleza administrativa en el lugar de ejecución de las obras, dio lugar al dictado de la Resolución 109/2004, por medio de la cual se pretende asignar a dicha jurisdicción una parte del 10% del ingreso atribuíble a la jurisdicción de administración, lo que implica una gran complejidad para su aplicación y desvirtúa la esencia del art. 6° del Convenio Multilateral.

Que resulta necesario definir las pautas para asignar los ingresos en el caso de obras que se desarrollen en distintas jurisdicciones, que no resulten corredores viales.

CONCLUSIÓN

Debería derogarse lo resuelto por la Resolución 109/2004 e incorporado en los art. 22 y 23 de la Resolución General 2/2009 de la Comisión Arbitral, disponiendo que el 10% de los ingresos se atribuya a la jurisdicción donde se encuentra la Administración principal.                  Debería aclararse que el 90% de los ingresos derivados de obras de construcción llevadas a cabo en varias jurisdicciones ( que no resulten corredores viales) se deben asignar en función de los gastos soportados en cada jurisdicción.

CONSIDERANDO

Que en materia de transporte por agua, resulta común la figura de fletamento por tiempo o por viaje, la que podría plantear controversia en cuanto a su atribución bajo las reglas del régimen general o del especial de transporte.

CONCLUSIÓN

Debería interpretarse con carácter general que los ingresos derivados del fletamento por tiempo o por viaje deben atribuirse bajo las pautas del régimen especial del art. 9° del Convenio.

CONSIDERANDO

Que los ingresos derivados de la actividad de transporte de gas por ductos ha merecido tratamiento dispar a lo largo del tiempo. Es así que desde el año 1995 se la incluyó en el régimen especial del artículo 9°, mientras que por la Resolución 2/2008 se lo reguló bajo el régimen general.

Que la naturaleza y características de tal actividad la diferencian del transporte en general y del de cargas en particular, desde el momento en que el origen del viaje está situado siempre en la misma jurisdicción y que existen gastos de relevancia en varias otras.

Que sin perjuicio de lo expuesto y sin que resulten claros los motivos para el cambio, la Comisión Plenaria dejó sin efecto la resolución antes mencionada y retrotrajo la cuestión para encuadrarla en el régimen especial.

CONCLUSIÓN

La actividad de transporte de gas por gasoductos debería someterse al régimen general de atribución de ingresos, a contrario de lo establecido por la Resolución N° 7/2009 de la Comisión Plenaria.

CONSIDERANDO

Que en materia de transporte internacional con origen en el exterior, se ha pretendido incluir dicha actividad en el régimen general de atribución.

Que ello se contrapone a los principios rectores del Convenio, amén de resultar contrario al criterio que se emplea para atribuir los ingresos en las situaciones inversas ( transporte internacional con origen en nuestro país).

CONCLUSIÓN

Las pautas de atribución de ingresos derivadas del transporte internacional con origen en el exterior, establecidas por la Resolución CP 14/2006, deberían ser dejadas sin efecto, adoptándose las pautas generales del transporte consistentes en considerar el lugar de inicio del viaje.

CONSIDERANDO

Que en el marco del régimen especial del artículo 10, ciertos autores plantean dudas sobre la inclusión en el mismo de la actividad profesional ejercida bajo la forma de empresa.

Que no existen rasgos que justifiquen una diferenciación basada en la forma jurídica adoptada.

CONCLUSIÓN

Debe interpretarse que la actividad profesional ejercida bajo la forma de empresa está comprendida en el régimen especial del artículo 10 del Convenio.

CONSIDERANDO

Que atento el breve lapso transcurrido desde la  realización del 9° Simposio sobre legislación tributaria Argentina  en Junio 2007 que tratara la cuestión, así como la inexistencia de disposiciones de naturaleza normativa y/o interpretativa que resuelvan los problemas derivados de la aplicación de las normas que regulan el tratamiento  de la actividad agropecuaria, se estima oportuno hacer remisión a los considerandos y reproducir los términos de las conclusiones de la Comisión N° 2 del referido evento, al respecto.

CONCLUSIÓN

“1) Debe proponerse a la Comisión Arbitral el dictado de Resoluciones Generales que clarifiquen la aplicación de los tres párrafos del artículo 13 del Convenio Multilateral, como en el sentido de que:

a) Se consideren como no computables para el régimen general los ingresos que resulten objeto de atribución directa a las jurisdicciones productoras según el artículo 13.
Los gastos relacionados con la obtención de los productos contemplados en el párrafo en análisis no se computen para la distribución de la base imponible, conforme al régimen general. La norma debe ser clara de manera de asignar en forma inequívoca a cada jurisdicción la correcta base imponible.
Se defina concretamente el concepto de producto primario en los casos en que sea sometido a algún grado de elaboración sin que ello implique una transformación de su naturaleza, que lo convierta en otro distinto al originario.

b) En todos los casos en que corresponda atribuir a las jurisdicciones productoras parte de la base imponible del impuesto como consecuencia del despacho de los bienes o las adquisiciones realizadas por el contribuyente, los hechos imponibles se perfeccionen en oportunidad de la venta de ese bien o del producto al que sea destinado. En consecuencia, la atribución de ingresos a la jurisdicción productora por adquisición directa a los productores (segundo párrafo) o la mera compra (tercer párrafo) quedaría supeditado hasta el momento de la obtención de los ingresos.

c) La exigencia del criterio de la mera compra requiere el desarrollo de una actividad del comprador en la jurisdicción productora, ya sea para realizar la compra o para sacar físicamente el bien de esa jurisdicción.

El criterio de mera compra a ser utilizado por las provincias debe tener en cuenta el destino del bien, es decir que esté vinculado con una operación gravada posterior y  no exenta en el impuesto sobre los ingresos brutos.

Por lo tanto resulta improcedente gravar la mera compra cuando el destino del bien es la exportación.”

FIRMADO:

Dr. CESAR M. CAVALLI – Presidente

Dr. CARLOS A. BATTILANA – Presidente Alterno

Dr. JORGE JALFIN – Relator

Dr. ARMANDO DOBRUSIN - Secretario
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